Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 17 minutos.) 


-Había quedado pendiente la propuesta para la Vicepresidencia de la Comisión, que esta vez 
será ocupada por un integrante del Partido Nacional; nos gustaría saber si el señor Senador Chiruchi 
ya está en condiciones de formularla. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Propongo al señor Senador Da Rosa. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Senador. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Ha quedado designado como Vicepresidente de la Comisión el señor Senador Da Rosa. 


Está a consideración el proyecto de ley de Promoción del Voluntariado con Fines de Bien 
Común, Carpeta 762/2011, que viene aprobado de la Cámara de Representantes. Hay un antecedente 
del año 2005, pero estaba dirigido a instituciones públicas, y esta vez se considera la promoción del 
voluntariado en actividades de instituciones sin fines de lucro del sector privado. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera solicitar que la Secretaría nos hiciera un resumen de los antecedentes 
que tiene este proyecto de ley, porque además de los del año 2005, con la Ley N* 17.885, hay un 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Senadores el 18 de junio de 2008. También hay un 
comparativo de los proyectos de ley aprobados por ambas Cámaras. Lamento decir que no he tenido 
tiempo para estudiar ese comparativo, aunque quizá se pueda hacer un resumen para los que recién 
ahora estamos desembarcando en esta discusión. 


SEÑOR SOLARI.- Creo que sería muy útil, al menos para quienes somos nuevos en esta discusión, 
contar con los antecedentes, más allá de que el repartido tiene bastante información que tuve 
oportunidad de mirar y que me parece muy interesante. 


De cualquier manera, habiendo ya un proyecto aprobado por la Cámara de Representantes 
sobre este tema del voluntariado -pienso que todos vamos a coincidir en apoyarlo- a partir de 
fundaciones, organizaciones no gubernamentales, etcétera, de Derecho Privado, creo que deberíamos 
ser lo más escuetos posible en las modificaciones que propongamos, ya que todo cambio significaría 
una demora en el trámite debido a que el proyecto tendría que volver a la otra Cámara y, 
eventualmente, se trataría en la Asamblea General. Sin perjuicio de ello, al analizar el texto observo 
tres o cuatro aspectos que me llaman la atención. 


Al leer la Ley N* 17.885, vemos que los voluntarios que trabajen en programas de 
organizaciones públicas deben ser inscriptos en la Oficina Nacional de Servicio Civil, seguramente 
porque tiene a su cargo la órbita de personal de las instituciones públicas. En cambio, en el proyecto 
de ley de las organizaciones privadas que hacen trabajo voluntario se pide a esas instituciones que 
estén inscriptas en el Ministerio de Educación y Cultura y, a su vez, que las organizaciones y los 
voluntarios estén inscriptos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, seguramente a efectos del 
control en cuanto a que no haya una especie de trabajo pago encubierto. Por tanto, me gustaría que 
reflexionáramos algo sobre si eso no complica un poco el manejo de todas estas organizaciones 
voluntarias. Digo esto porque, en definitiva, uno no tiene por qué pensar que una organización 
voluntaria hace determinado tipo de actividad para un organismo público, y otro tipo de actividad para 


uno privado. Además, se da la situación de tener muchos registros, en uno y otro lado, que complican 
la administración. Ese sería el primer punto que planteo, que creo es subsanable, pero sobre el que me 
gustaría reflexionar. 


Por otro lado, el artículo 3% del proyecto de ley define el bien común diciendo: “Se entiende por 
actividades de bien común aquellas dirigidas a crear el conjunto de condiciones sociales que favorecen 
el desarrollo integral de todos y cada uno de los miembros de la comunidad”. Creo que la expresión 
“todos y cada uno” depende de en qué comunidad se esté pensando. Uno puede visualizar acciones 
de voluntariado para las personas con capacidades diferentes, pero dentro de éstas identificar un 
subgrupo, como por ejemplo quienes están privados de la visión, u otros subgrupos como puede ser el 
de las personas mayores con problemas de locomoción. Entonces, es posible convivir con esta 
definición si entendemos con un sentido laxo la expresión “todos y cada uno de los miembros de la 
comunidad”; de lo contrario, resultaría demasiado estricta. 


En tercer lugar, voy a hacer referencia al inciso tercero del artículo 4% -que está relacionado 
con el artículo 69 de la Constitución de la República- que establece: “No se consideran comprendidos 
en la exoneración los impuestos que gravan los servicios, negocios jurídicos o bienes que no estén 
directamente relacionados con las actividades de voluntariado social”. Aquí se está abriendo una 
puerta al reconocer que existen empresas comerciales que realizan actividades de naturaleza benéfica 
y que para eso utilizan voluntarios. También imagino que del otro lado del mostrador están aquellas 
instituciones destinadas exclusivamente a hacer el bien social a través del voluntariado, a las que se 
les puede dificultar la tramitación si tienen que ser inspeccionadas o deben declarar la existencia de 
negocios jurídicos o bienes que no estén directamente relacionados con las actividades de 
voluntariado. Creo que esto puede complicar la vida a instituciones que tengan como única finalidad el 
voluntariado. 


El primer inciso de este artículo, que refiere a las entidades en que se cumplen acciones de 
voluntariado, establece: “Las acciones de voluntariado se desarrollarán en el marco de asociaciones 
civiles sin fines de lucro, fundaciones, instituciones de educación formal y no formal cualquiera sea su 
forma jurídica, que participan en programas o proyectos de desarrollo social y que persiguen 
finalidades y objetivos propios del bien común”. Al parecer, queda excluida cualquier entidad comercial 
con otra finalidad y, por tanto, creo que no es necesario hacer la distinción entre la exoneración de las 
actividades que tengan una finalidad social y aquellas que no la tienen, porque después esto se 
transforma en una traba. 


Por último, la Cámara de Representantes hizo un agregado al artículo 8% aprobado por la 
Cámara de Senadores, que figura en el literal l) y que establece: “Los voluntarios o las organizaciones 
de voluntariado no podrán realizar proselitismo político, religioso o de ninguna otra naturaleza durante 
el desarrollo de dichas actividades”. Se puede pensar que la justificación de este literal es que estas 
asociaciones pueden ser una especie de frente, organización o fachada falsa para realizar actividades 
de proselitismo. Sin embargo, creo que no se justifica su prohibición y, además, me parece que va a 
ser muy difícil de controlar. Cuando trabajé como voluntario en los “castores” de Emaús, ayudábamos a 
las personas que no tenían una vivienda a construirla a través del trabajo comunitario. Es muy difícil 
creer que durante el desarrollo de esas actividades no haya ni un momento de reflexión de índole 
religiosa sobre la motivación que uno tiene para llevarlas a cabo. Aclaro que no tengo una posición 
definitiva sobre el tema; estas son simplemente dudas que me surgen a partir de la lectura del proyecto 
de ley que quería compartir con mis compañeros de la Comisión. 


Resumiendo, el Senado aprobó un proyecto de ley que durante la Legislatura no pudo ser 
ratificado por la Cámara de Representantes; ahora esta última aprobó esta iniciativa que tenemos a 
consideración y no sería conveniente caer en un perfeccionismo que nos llevara a no cumplir con los 
plazos y, por ende, quedara en la nada. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar, creo que sería necesario tener la opinión del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social sobre este punto, sobre todo para que nos aclare el tema de las 
exoneraciones. Más allá de que creo que esto le compete a alguna otra repartición estatal, en el 
proyecto de ley hay una referencia específica a esa Cartera. 


Por otra parte, me gustaría recibir a la asociación que nuclea a las Organizaciones No 
Gubernamentales del Uruguay, llamada Anong, para discutir en torno a este proyecto de ley, cuyo texto 
deberíamos enviarles con anterioridad. 


Con respecto al artículo 4%, a mi criterio existe una diferencia muy grande entre el texto 
aprobado por la Cámara de Senadores y el propuesto por la de Representantes. ¿En qué sentido lo 
digo? El artículo 69 de la Constitución expresa: “Las instituciones de enseñanza privada y las culturales 
de la misma naturaleza estarán exoneradas de impuestos nacionales y municipales, como subvención 
por sus servicios”. Esto quiere decir que todas las instituciones de enseñanza privada y ciertas 
organizaciones de la sociedad civil, que están englobadas en una definición genérica, gozan de la 
exoneración de impuestos nacionales y municipales. Hace unos años trabajé en algunas ONG y 
recuerdo que estas asociaciones civiles sin fines de lucro debían registrarse para acceder a las 
exoneraciones de aportes patronales, del IVA y demás. Me gustaría saber si esta situación continúa 
siendo así, y creo que los representantes de Anong son los más indicados para decírnoslo. 


Lo que más me preocupa del artículo 4% es que en el proyecto de ley de la Cámara de 
Senadores dice que “son organizaciones de la sociedad civil las personas jurídicas sin fines de lucro, 
cualquiera sea su forma jurídica,” -antes había solamente dos formas jurídicas: la de asociación civil 
sin fines de lucro y la de fundación; no sé si ahora hay otras- “que participan de manera directa o 
indirecta en programas o proyectos de desarrollo social local, nacional o internacional, que persiguen 
finalidades u objetos propios del bien común y de interés general y que pueden recibir o no apoyo o 
subvención en convenio con el Estado”. Esta definición, aprobada en el Senado, es bastante genérica, 
pero la Cámara de Representantes propone que se declare que “dichas instituciones se encuentran 
comprendidas en la exoneración impositiva establecida en el artículo 69 de la Constitución de la 
República, siempre que su actividad única o principal esté vinculada al voluntariado social”, o sea, es 
mucho más restrictiva. Entonces, como esta actividad afecta a muchas organizaciones, empezaría por 
pedir la opinión de Anong, que nuclea a unas cuantas, y después podríamos invitar a alguna otra, si es 
que lo consideramos necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos parece pertinente que, en primer lugar, invitemos a representantes del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Informo a los señores Senadores que a la Cámara de 
Representantes concurrió el Inspector General del Trabajo y de la Seguridad Social, doctor Juan 
Andrés Roballo. De todas maneras, cursaremos la invitación al Ministerio para que allí se determine 
quién concurrirá en su representación. 


Asimismo, vamos a invitar a los representantes de Anong para reflexionar sobre lo que planteó 
la señora Senadora Moreira acerca de la restricción en cuanto a que la actividad debe estar 
especificamente relacionada al voluntariado social; algo parecido expresó con anterioridad el señor 
Senador Solari. 


En consecuencia, vamos a comenzar a trabajar con esas dos inquietudes. 
SEÑORA XAVIER.- ¿Quiénes fueron convocados a la Cámara de Representantes? 


SEÑORA SECRETARIA.- El señor Inspector General del Trabajo y de la Seguridad Social, la Mesa de 
Diálogo sobre Voluntariado y Compromiso Social, el Grupo Socorro y Rescate Uruguay, el Banco de 
Seguros del Estado y el especialista Grado 5 en Derecho Tributario, escribano Carlos Scirgalea. 


Por sugerencia de la señora Senadora Moreira hemos remitido a los integrantes de esta 
Comisión, a través de sus correos electrónicos, la versión taquigráfica de toda la discusión del proyecto 
de ley llevada adelante en la Comisión de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, convocaremos para la próxima sesión a los representantes del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de Anong. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 37 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


